LA CARGA DE LA PRUEBA SEGÚN EL ARTÍCULO 217 DE LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL.-
1.- regla del juicio.-

La Ley de Enjuiciamiento Civil presenta en el artículo 217 una completa regulación de la carga de la prueba, recogiendo la abundante doctrina jurisprudencial que sobre esta regla de juicio ha elaborado la Sala Primera del Tribunal Supremo a la hora de interpretar el contenido, incompleto e inexacto, del antiguo artículo 1.214  del Código Civil que la Ley de Enjuiciamiento Civil expresamente deroga y sustituye por una norma más compleja si bien más precisa.

La doctrina de la carga de la prueba no dice quién viene obligado a probar algo, sino quién sufre las consecuencias de la falta de prueba, pues el problema de la carga de la prueba es el problema de la falta de prueba (STS 1ª 8-3-1999).
Los criterios legales que indican al tribunal cómo ha de actuar a la hora de decidir el proceso mediante sentencia y compruebe la existencia de HECHOS INCIERTOS O NO PROBADOS y relevantes para tal decisión, constituyen una regla del juicio que ha de efectuar el órgano jurisdiccional. Toda regla de juicio consiste en determinar pautas que ha de seguir el juez en la decisión judicial del conflicto ante la concurrencia de unos determinados presupuestos.

La regla del juicio antedicha la encontramos en el artículo 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil que preceptúa: “cuando al tiempo de dictar sentencia o resolución semejante, el tribunal considerase dudosos unos hechos relevantes para la decisión, desestimará las pretensiones del actor o del reconviniente, o las del demandado o reconvenido, según corresponda a unos u otros la carga de probar los hechos que permanezcan inciertos y fundamenten las pretensiones”.

Según pues el citado apartado primero del artículo referido, la regla de juicio se compone de unos presupuestos y le indica al tribunal los efectos que tales presupuestos producen.

La doctrina de la carga de la prueba pretende identificar al litigante en quien redundarán los efectos perjudiciales cuando un hecho no resulte justificado; esto es, será aplicable en el supuesto de deficiencia probatoria pues para que el juez pueda fallar conforme a las exigencias legales y materiales el ordenamiento jurídico le ofrece un instrumento lógico para indicarle, en los casos de incerteza fáctica, si la sentencia ha de ser absolutoria o condenatoria (STS 1ª 8-6-1998)
La carga de la prueba, como regla de juicio, se dirige al juzgador y es de ius cogens, tanto para el juez como para las partes, en tanto que norma de naturaleza procesal. El tribunal por tanto solo la aplicará cuando, en el momento de pronunciarse sobre la estimación o desestimación de la pretensión al final del proceso, constate la falta de prueba sobre hechos controvertidos y relevantes para tal decisión. En todo caso, el efecto de la falta de prueba no puede dar lugar a la imposición de sanción alguna para las partes, sino que, como carga, irrogará un perjuicio a la parte que viene gravada con tal carga, esto es, el juez no podrá tener por probado un hecho en la sentencia y en último extremo tendrá que desestimar la pretensión. Únicamente la carga de la prueba cede al tornarse innecesaria cuando los hechos han resultado probados, sin que importe entonces discriminar si los ha probado el actor o el demandado.
2.- reglas generales.- carga de la prueba del demandante.-

El demandante viene gravado con la carga de la prueba de los hechos “de los que ordinariamente se desprenda, según las normas jurídicas a ellos aplicables, el efecto jurídico correspondiente a las pretensiones de la demanda” – artículo 217 LEC 1/2000 apartado segundo –

Igual regla se aplica cuando en el mismo procedimiento el demandado ejercita una pretensión frente al actor o frente a los litisconsortes del actor mediante la reconvención, toda vez que la reconvención no es más que la acumulación de una nueva pretensión del demandado frente al demandante, conexa con la pretensión originaria del proceso.

Cuando el legislador expresamente ha querido precisar que el demandante viene gravado con la prueba de los hechos constitutivos de los que se desprenda ORDINARIAMENTE – así expresamente consta en el texto legal – el efecto jurídico pretendido, está realizando una importante matización a la regla de juicio, toda vez que “exigir a los justiciables un comportamiento probatorio imposible, una prueba imposible o diabólica, causaría indefensión al no poder justificar procesalmente sus derechos e intereses legítimos (STC 2ª 116/95 de 17 de julio).
3.- reglas generales.- carga de la prueba del demandado.-

Como hemos visto, mientras que al demandante se le grava con la carga de la prueba de los hechos que constituyen las condiciones eficientes para el nacimiento del derecho reclamado, al demandado se le grava con la prueba de los HECHOS IMPEDITIVOS, EXTINTIVOS Y EXCLUYENTES de la pretensión del actor, esto es, “los hechos que, conforme a las normas que les sean aplicables, impidan, extingan o enerven la eficacia jurídica de los hechos” que fundamentan la pretensión. -artículo 217 LEC 1/2000 apartado tercero-

Los hechos impeditivos son hechos que, contemplados por una norma jurídica, impiden, desde el principio, que nazca el derecho pretendido por el demandante. Por el contrario, cuando el demandado se defienda alegando un hecho extintivo, no niega el nacimiento del derecho reclamado por el actor pero afirma que con posterioridad se ha producido un hecho que contemplado desde una norma jurídica extingue sus efectos. Los hechos excluyentes se asemejan a los extintivos en tanto que como éstos parten de la válida constitución de la relación jurídica pero son contemplados por una norma jurídica que permite al demandado con su alegación y prueba enervar o excluir la eficacia jurídica de los hechos constitutivos del derecho pretendido por el demandante

4.- exoneración de la carga de la prueba según la jurisprudencia.-

La jurisprudencia también ha creado una constante doctrina que exonera a la parte demandante en este caso de la carga de la prueba de los hechos constitutivos del derecho  pretendido, pudiendo hablarse, por lo tanto, de reglas especiales sobre carga de la prueba según la jurisprudencia.

El caso más significativo lo encontramos en la responsabilidad extracontractual ex artículo 1902 del Código Civil. Así, “una jurisprudencia muy clásica – y sin apoyaturas dogmáticas –por razones de solidaridad o justicia social viene defendiendo desde la emblemática STS 1ª 10 de julio de 1943 que en la responsabilidad extracontractual rige el principio de inversión de la carga de la prueba: o sea al perjudicado que accione le basta acreditar el daño, del que ya, sin más, resultarán los demás presupuestos de la responsabilidad del autor – acción, culpa o infracción, deberes y nexo causal – salvo prueba de no culpa a cargo del demandado-.
Lo que antecede no excluye de manera total y absoluta el esencial elemento psicológico o culpabilístico como inexcusable ingrediente integrador, atenuado pero no suprimido, de la responsabilidad por culpa extracontractual, de tal modo que si de la prueba practicada en el proceso, con inversión o sin ella, aparece plenamente acreditado que en la producción del evento dañoso, por muy lamentable que sea, no intervino absolutamente ninguna culpa por parte del demandado, sino que el mismo fue debido exclusivamente a una actuación negligente o descuidada del propio perjudicado, ha de excluirse la responsabilidad del demandado.

5.- disponibilidad y facilidad probatoria.-

Según el artículo 217 LEC 1/2000 apartado sexto, para la aplicación de las reglas sobre la distribución de la carga de la prueba entre las partes del proceso, generales y especiales, “el tribunal deberá tener presente la disponibilidad y facilidad probatoria que corresponde a cada una de las partes del litigio”.

Ha sido la jurisprudencia la que ha desarrollado la doctrina sobre la facilidad y disponibilidad probatoria que puede sintetizarse señalando que “si bien cada parte ha de probar el supuesto de hecho de la norma cuyas consecuencias jurídicas invoca a su favor, esta regla puede intensificarse o alterarse, según los casos, aplicando EL CRITERIO DE LA FACILIDAD, en virtud del principio de la buena fe – ex artículo 7 del Código Civil y artículo 11 Ley Orgánica Poder Judicial – en su vertiente procesal: hay datos de hecho fáciles para probar para una de las partes que, sin embargo, pueden ser o resultar de difícil acreditación para la otra” (STS 3ª Secc 7ª 2 noviembre 1992).
“Cuando las fuentes de prueba se encuentran en poder de una de las partes del litigio, la obligación constitucional de colaborar con los tribunales en el curso del proceso ex artículo 118 de la Constitución conlleva que dicha parte es quien debe aportar los datos requeridos a fin de que el órgano judicial pueda descubrir la verdad” (STC 1ª 227/91 de 28 de noviembre)

6.- Conclusión

Cuando un hecho es de muy difícil demostración para una parte y en cambio muy sencillo para la otra es ésta la que debe probarlo conforme una interpretación espiritualista de la regla general estudiada, reiterando que los tribunales no pueden exigir de ninguna de las partes una prueba diabólica – probanza de un hecho negativo procedente del Derecho Romano – so pena de causarle indefensión – contraria al artículo 24.1 de la Constitución – sin que los obstáculos y dificultades puestos por la parte que tiene en su mano acreditar los hechos determinantes del litigio sin causa que lo justifique, puedan repercutir en perjuicio de la contraparte.
En Madrid, a seis de abril de dos mil seis.-

                                                            Firmado: Roberto Fernández Blanco.-

                                                                           Abogado.-
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